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TOCA CIVIL NÚMERO 107/2025.

EXPEDIENTE NUM: ********.

JUICIO  ORDINARIO  CIVIL  DE  RESCISIÓN  DE
CONTRATO.

ACTORA: **** ******* ****** **********

DEMANDADO:  **********  ********  **  ********
************ ***

MAGISTRADA  TITULAR:  MARIANA  DÁVILA
GOERNER.

QUINTA  SALA  DEL  TRIBUNAL  SUPERIOR  DE  JUSTICIA  DEL  ESTADO.  Cancún,
Quintana Roo, a *********** ** ****** *** *** *** *** ***********. 

VISTO: Para resolver el Toca Civil cuyos datos se citan al rubro, formado con motivo del
Recurso de Apelación interpuesto por **** ******* ****** *********, en contra del auto de fecha
**** ** **** *** *** *** *** ***********, dictado por el Juez Tercero Civil de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Cancún, Quintana Roo, y:

R E S U L T A N D O:

1. Que el auto en esta vía impugnada es el siguiente:

“…Por presentado el Ciudadano  **** ******* ****** *********, por su propio y personal
derecho,  con  su  escrito  de  cuenta,  documentos  y  copias  simples  que acompaña,
demandado en la VIA ORDINARIA CIVIL, en contra de la persona moral denominada
********** ******** ** ******** ************ **.- Visto lo manifestado, el Ciudadano Juez
ACUERDA:  Regístrese  el  Libro  de  Gobierno  bajo  el  número  que  le  corresponda.
Dígase al ocursante que no ha lugar a admitir a trámite la demanda, toda vez que
dada la  lectura  del  documento base de la  acción,  se advierte  que en la  cláusula
vigésimo  séptima,  estipula  que  las  partes  se  someten  a  la  Jurisdicción  de  los
Tribunales Civiles con Residencia em Querétaro, Querétaro, por lo que esta Autoridad
no es competente para conocer del presente asunto; en consecuencia, archívese el
presente expediente como asunto total y definitivamente concluido, haciendo las
anotaciones correspondientes en el  Libro de Gobierno.  Queda a disposición de la
compareciente en la Secretaria de este Juzgado los documentos exhibidos, haciendo
de  su  conocimiento,  en  términos  del  artículo  129  ciento  veintinueve  del  Código
Procesal en cita, que deberá comparecer a recibir dichos documento en un plazo de
15 quince días,  en caso de no hacerlo  así,  será remitido junto  con el  expediente
original al Archivo General del Tribunal Superior de Justicia, de conformidad con lo
dispuesto por el artículo 63 sesenta y tres de la Ley Orgánica del Poder Judicial del
Estado. (…)…”

2. Inconforme  con  la  resolución  anterior,  la  parte  actora  interpuso  el  recurso  de
apelación,  mismo que  previa  su  substanciación  legal  se  dejó  en estado  de  dictar
sentencia, la que ahora se pronuncia de acuerdo a los siguientes: 

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO.- COMPETENCIA

Esta Quinta Sala del  Tribunal Superior de Justicia del Estado con sede en la ciudad de
Cancún,  Quintana  Roo,  es  competente  para  conocer  y  resolver  el  presente  asunto,  de
conformidad con los artículos 98 y 99 de la Constitución política del Estado Libre y Soberano
de Quintana Roo; 2 y 11 de la Ley Orgánica del poder Judicial del Estado de Quintana Roo,
y el acuerdo TSJQROO/08/2023 del H. Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado. 

SEGUNDO.- EXPRESION DE AGRAVIOS

1.-  La  parte  recurrente  dentro  del  término  de  ley,  expresó  como  agravios  los  que  se
contienen en su escrito respectivo, el que no se transcribe y será tomado en consideración
con posterioridad en el cuerpo de la presente resolución, sin que ello depare perjuicio alguno
al  apelante  en  los  términos  de  la  Tesis  Jurisprudencial,  bajo  el  rubro:  “AGRAVIOS.  LA
FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE LOS MISMOS, EN LA SENTENCIA. NO CONSTITUYE
VIOLACIÓN DE GARANTÍAS. OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL
PRIMER CIRCUITO.” FUENTE: Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo
XII, Noviembre de 1993, Página: 288. 
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2.- En esencia, se alega lo siguiente:
PRIMERO.-  Que le causa perjuicio el auto impugnado por carecer de  fundamentación y
motivación ya  que  el  A  quo  omitió  señalar  disposición  alguna  que  sustentara  la
competencia de los tribunales que se determinara por cuantía, grado y territorio, dado que
ningún tribunal puede negarse a conocer del asunto, salvo que exprese los fundamentos
legales,  lo  que  dice  no  acontecer  en  el  asunto,  sosteniendo  vulneración  al  artículo  16
Constitucional, con base en las tesis con registro digital número 2002800 y 175082 de rubro:
“INADECUADA FUNDAMENTACIÓN Y  MOTIVACION.  SU ALCANCE Y  EFECTOS DEL
FALLO PROTECTOR”, “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE
LA  GARANTIA  Y  SU  FINALIDAD  SE  TRADUCEN  EN  EXPLICAR,  JUSTIFICAR,
POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN”; con los cuales señala que las
disposiciones normativas señaladas por el juzgador no son acordes con la no admisión de la
demanda, y porque no se actualiza el sometimiento expreso que sostiene el juzgador.
SEGUNDO.- Que le genera perjuicio la contravención de la garantía de legalidad prevista
en  el  artículo  16  Constitucional,  que  consiste  en  la  obligación  de  la  autoridad  de
fundamentar y motivar su decisión, que en el caso de las resoluciones no es necesario
invocar  expresamente  los  preceptos  que  las  fundamentan,  siempre  que  se  entienda
claramente el artículo en que se basa la decisión, lo que sostiene con las tesis con números
de  registro  2014864  y  195004,  de  rubros:  “  DERECHOS  FUNDAMENTALES  DE
LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURIDICA. SU CONTRAVENCIÓN NO PUEDE DERIVAR DE
LA  DISTINTS  REGULACION  DE  DOS  SUPUESTOS  JURIDICOS  ESENCIALMENTE
DIFERENTES”  y  “JURISPRUDENCIA.  ES  OBLIGATORIA  PARA  LAS  AUTORIDADES
ADMINISTRATIVAS EN ACATAMIENTO AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD QUE DIMANA EN
EL ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL”.
TERCERO.- Que se vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva,  al someter el litigio a
una autoridad con domicilio fuera de la jurisdicción donde se encuentra el domicilio, lo
que impide una defensa completa y cercana, ya que el actor debe desplazarse hasta la
Ciudad de ********* para ejercer su derecho a la audiencia. Asimismo, indica que se dejó de
observar  los  artículos  150  y  153  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  del  Estado,  que
señala  que  la  competencia  por  territorio  es  prorrogable  y  para  que  opere  el  pacto  de
sumisión expresa debe existir la voluntad de las partes para renunciar al fuero que la ley les
concede, bajo la condición de que sean únicamente los del domicilio de alguna de las
partes, los del lugar del cumplimiento de la obligación o del lugar de la ubicación de la
cosa. Asimismo, refiere que no es aplicable el acuerdo de sumisión cuando se somete al
firmante a la jurisdicción de un lugar distinto al de su residencia habitual , ya que la
mención como tribunal competente en caso de controversia de la Ciudad de  *********, no
implica  una  renuncia  expresa  a  la  competencia  de  los  tribunales  del  domicilio  del
demandado, ni a los fueros del ámbito municipal, estatal o federal conforme el artículo 153
del  Código de Procedimientos Civiles del  Estado.  Asimismo,  refiere  que no se tomó en
consideración  que  se  dejó  al  arbitrio  de  una  parte  contratante  el  lugar  o  ciudad  de  los
juzgadores que serán competentes, sin que la otra parte pueda elegir,  lo que a su decir
impide la configuración del pacto de sumisión ya que rompe con el equilibrio procesal y
contractual.  Lo  cual  apoya  con  las  tesis  con  registro  digital  número  918811,  de  rubro:
“SUMISIÓN  EXPRESA  A  LA  COMPETENCIA.  NO  SE  GENERA  CUANDO  DEJA  A
ELECCIÓN DE UNA DE LAS PARTES Y NO SE DESIGNA CON PRECISIÓN EL JUEZ A
QUIEN SE SOMETEN”. De manera que debe acudirse a la interpretación que más favorezca
el derecho de acceso a la justicia consagrado en el artículo 17 Constitucional.
También  refiere  que  el  artículo  157  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  del  Estado,
establece  los  supuestos  de  competencia  tratándose  de  acciones  personales,  el  cual  es
aplicable  cuando  en  el  contrato  no  se  establece  el  lugar  para  que  el  deudor  sea
requerido de pago, ni domicilio para el cumplimiento de las obligaciones, y por tanto,
las  partes  no pueden renunciar  a  ello.  Invoca  la  tesis  con  número  de registro  digital
2026970,  de  rubro:  “COMPETENCIA  POR  SUMISIÓN  EXPRESA.  LA  TESIS  DE
JURISPRUDENCIA 1ª./J. 1/2019 (10a),  DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, NO PUEDE APLICARSE  EN PERJUICIO DEL USUARIO
DE SERVICIOS FINANCIEROS SI ESTE PRESENTA SU DEMANDA ANTE UN JUEZ DE
UNA JUISDICIÓN DISTINTA A LA DE SU DOMICILIO PARTICULAR CON BASE EN LO
PACTADO EN EL CONTRATO DE ADHESIÓN”, criterio con el que a decir del apelante se
limita a las instituciones privadas, ya que la cláusula de jurisdicción y competencia que las
instituciones educativas imponen a los usuarios de sus servicios para que acudan a litigar en
un lugar diverso a aquel que residen, representa una cláusula impuesta en un contrato, por
lo que no es aplicable la regla. Inova la tesis con registro digital número 2019661, de rubro:
“CONTRATO  DE  APERTURA  DE  CRÉDITO  CON  GARANTÍA  HIPOTECARIA.  AUN
CUANDO SE CELEBRE ANTE NOTARIO PÚBLICO PUEDE CONSTITUIR UN CONTRATO
DE ADHESIÓN PUES, POR REGLA GENERAL, CONTIENE CLÁUSULAS REDACTADAS
PREVIAMENTE E IMPUESTAS POR LA INSTITUCIÓN FINANCIERA AL ACREDITADO,
COMO AL DE SUMISIÓN EXPRESA A LA JURISDICCION Y COMPETENCIA”, el criterio se
invoca para referir  que no es aplicable el pacto de sumisión expresa cuando se trate de
contratos de adhesión celebrados con instituciones educativas privadas ya que estos deben
interpretarse a la luz de los derechos del usuario.
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Indica que en el caso no se excluye la posibilidad de ser considerado como un contrato de
adhesión,  toda  vez  que  no  fue  consensuado  entre  las  partes  ya  que  el  pacto  está
determinado por la imposición de la escuela, nuevamente invoca la tesis con registro digital
número  2028084,  de  rubro:  “PRESTACION  DE  SERVICIOS  EDUCATIVOS.  LOS
CONTRATOS SUSCRITOS CON INSTITUCIONES EDUCATIVAS PRIVADAS DEL TIPO
BÁSICO NO DEBEN CONTENER CLAUSULAS CONTRARIAS A LAS “NORMAS MINIMAS
ESTATALES” QUE CONDICIONEN LA PRESTACION DE ESOS SERVICIOS.” Por lo que
no  se  debe  dar  prioridad  a  una  relación  contractual  realizada  con  los  estudiantes  en
detrimento de la protección de sus derechos fundamentales. Que en el caso la institución
educativa particular ofrece su servicio a lo largo de todo el territorio nacional, obteniendo un
lucro, por lo que estima lógico y razonable estimar que en caso de controversia, no debe
obligarse  a  los  estudiantes  y/o  usuarios  tener  que  desplazarse  e  incurrir  en  costos
extraordinarios  para  poder  tener  un  acceso  efectivo  a  la  justicia,  ya  que  los  pone  en
desventaja  frente  al  proveedor  educativo,  motivo  por  el  cual  debe  apegarse  a  la
interpretación más favorable al derecho humano de acceso a la justicia consagrado en el
artículo 17 Constitucional, que consiste en que los particulares cuentan con libertad para fijar
la competencia donde se tramitará el juicio, tomando como parámetro el lugar donde se
encuentre su domicilio.   Por lo que estima que el  contrato puede considerarse como un
contrato de adhesión para resolver la competencia, ya que fue celebrado entre un particular
y una institución educativa particular,  pues no pactaron en igualdad de condiciones ni el
acreditado  tuvo  la  posibilidad  de  transigir  o  negociar  entre  iguales,  viéndose  limitada  la
autonomía de la voluntad, careciendo por tanto de una autentica libertad de contratación,
por lo que procede inaplicar el pacto de sumisión contenido en la cláusula vigésimo séptima
del contrato.

TERCERO.-  PRONUNCIAMIENTO

En primer lugar, se indica que el estudio de los agravios se hará en un orden diferente al
propuesto,  dado  que  el  marcado  como  tercero es  de  estudio  preponderante,  ya  que
esencialmente refiere que se vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva, al someter el
litigio a una autoridad con domicilio fuera de la jurisdicción donde se encuentra el domicilio
de las partes,  lo que  impide una defensa completa y cercana,  ya que el  actor debe
desplazarse hasta la Ciudad de ********* para ejercer su derecho a la audiencia. 

El punto es medularmente fundado, toda vez que las partes pactaron en la en la cláusula
vigésima séptima, denominada “JURISDICCIÓN”, lo siguiente: 

“VIGESIMA SEPTIMA.- Las partes acuerdan que, en caso de controversia o duda
sobre  la  interpretación  del  presente  contrato,  se  reunirán  para  que  de  común
acuerdo puedan resolverse, de lo contrario aceptan someterse a la jurisdicción de
los tribunales civiles con residencia en ********** *********, renunciando al que pudiere
corresponderles por su domicilio actual o futuro.”  

De lo anteriormente expuesto, se puede advertir el sometimiento expreso de las partes a la
Jurisdicción de los Tribunales del Estado de  *********; sin embargo, la autoridad de primer
grado perdió de vista analizar las circunstancias particulares del caso planteadas por el
actor,  al  referir  que  derivado  de  la  contingencia  del  COVID  19,  la  institución  educativa
demandada suspendió clases presenciales, sin fecha alguna para reanudar, así como las
prácticas de vuelo. Posteriormente en reiteradas ocasiones el promovente se apersonó en
las oficinas de la escuela (ANTA) a fin de reanudar el servicio, pero no se logró respuesta
alguna,  pues él proponía distintos horarios y la escuela manifestaba no poder brindar el
servicio;  luego  se  contactó  con  el  Rector  del  Colegio  *******  ********* mediante  llamada
telefónica dándose éste por enterado de la situación y que por parte de la escuela se le
reembolsaría las colegiaturas pagadas y no cursadas,  también se acordó mutuamente que
se esperara algunos meses, lo que así ocurrió sin que se hiciera el reintegro dando excusas
y pretextos, de manera presencial, telefónico, por correo electrónico y WhatsApp, para que el
actor esperara más tiempo. Ante tal negativa él acudió a la PROFECO, el ** ** ******* *** ***
*** *** **********, y el día de la conciliación  ** ** ********* *** *** **** no se llegó a ningún
arreglo, tampoco aceptaron someterse al arbitraje de la PROFECO.  

Lo  cual  evidentemente  lo  deja  en  estado  de  indefensión,  ya  que  efectivamente  se  le
obstaculiza el acceso a la justicia sin fundamentación alguna, dado que, si bien es cierto
que se pactó la competencia de los jueces en diverso Estado, no menos cierto es que es el
actor  es estudiante,  y  esta  condición lo  coloca en estado de vulnerabilidad frente a la
institución educativa, lo que a la postre conlleva el desplazamiento constante a otro Estado
para realizar su defensa, lo que generaría mayores costos económicos, esto a pesar de
haberse agotado las instancias de conciliación sin que el actor haya logrado avenir con la
institución educativa a efecto de que se le realice el reembolso de las colegiaturas que dice
haber pagado y no haber recibido el servicio pactado.
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Motivos por los cuales debe considerarse que el actor se somete a la jurisdicción de los
Tribunales de esta Ciudad de  ******* ******** *** por el hecho de entablar su demanda a
efecto de garantizar el acceso efectivo a la justicia, por las condiciones de vulnerabilidad y
asimetría de poder que se visibiliza entre el particular y una institución educativa particular.

Esto es, el ciudadano **** ******* ****** ********* compareció ante la autoridad jurisdiccional a
efecto de pedir, entre otras prestaciones, las siguientes:

a).- La rescisión del contrato de prestación de servicios educativos, celebrado
en fecha  ** ** ***** *** *** **** con la persona moral denomina  ********** ******** **
******** ************* **,.
b).- La devolución de las cantidades por concepto de inscripción, colegiaturas,
horas de vuelo, gastos administrativos y uniforme, por la cantidad de  * **********
(son: ****** ******* * ***** *** ********** ******* ***** ****** ****** ********).
c).- El pago de la cantidad de * ********** *********** *** ***** ****** ****** ********* por
el concepto de daños y perjuicios.

De la relatoría de los hechos, el actor manifestó que el  ** ** ***** *** *** *** *** *********,
acudió a las instalaciones de aviación denominada ********** ******** ** ******** ************* ***
Con el fin de inscribirse formalmente y tomar clases privadas de piloto aviador comercial a
la fija de instrumentos y bimotor. En ese momento se celebró el contrato de prestación de
servicios en el  cual se estableció como costo del  curso en su fase teórica y práctica la
cantidad total de * ********** *********** ******* * ***** *** ******* * ***** ***** ****** ****).

En ese sentido, debe privilegiarse en el presente asunto la condición de vulnerabilidad de la
parte  contratante  ****  *******  ******  ********* que  no  debe  llegar  al  extremo  de  generar
mayores obstáculos para el acceso a la justicia, por lo que no se le debe generar mayores
cargas procesales como requisitos para la admisión de la demanda.

Lo anterior con fundamento en los artículos  150,  152, 153 y 154 fracción I del Código de
Procedimientos Civiles del Estado1,  los cuales establecen que la competencia se finca a
aquel  juez  al  que  los  litigantes  se  sometan  de  manera  expresa  o  tácita,  sea  este
sometimiento por parte del actor ocurrir al juez entablando su demanda, o del demandado al
contestar la demanda o reconvenir al actor; igualmente, dispone el sometimiento expreso de
los litigantes, cuando estos de manera expresa renuncian al fuero que les corresponde y
designan otro  al  cual  desean someterse.  Este  sometimiento expreso,  únicamente puede
aplicarse a la competencia por territorio, el cual es prorrogable, según la regla prevista en el
artículo 157 fracción IV del Código procesal civil, que establece que es juez competente el
del domicilio del demandado, si se trata de una acción personal, y cuando sean varios los
demandados  y tuvieren diversos domicilios será competente  el juez del domicilio que
escoja el actor. 
De  lo  cual  se  puede ver  la  limitante  del  pacto  de  sometimiento  expreso,  en  el  caso  el
demandado señaló un domicilio ajeno al de los contratantes, pues de autos se advierte que
la  PROFECO  acudió  al  domicilio  ubicado  en  MANZANA  *,  LOTE  ** CASA  **,
SUPERMANZANA ** DE BENITO JUAREZ, QUINTANA ROO, y no en el Estado de *********
como fuera pactado.   

Bajo esa premisa, del análisis de las circunstancias particulares de caso concreto se estima
que la cláusula vigésima séptima del contrato basal, resulta inaplicable en este momento al
presente caso, ya que ninguno de los contrates tiene su domicilio en el Estado de *********,
aunado a que existe una asimetría de poder que deja en estado de vulnerabilidad al actor
estudiante. 
Lo anterior, sin pasar por alto que nuestro Supremo Tribunal, ha establecido que: “para que
opere  la  sumisión  expresa  a  un  tribunal  distinto,  debe  renunciarse  al  fuero  que  le
corresponde de conformidad a la Ley, y si bien es cierto que en materia de contratos, aplica
el principio jurídico pacta sunt servanda, en el sentido que la voluntad es ley suprema, dicho
acuerdo  de  voluntades,  es  inaplicable  cuando,  se  somete  a  un  usuario  de  servicios
financieros a una jurisdicción diferente al de su lugar de residencia”; lo que en el caso es
aplicable por analogía, dado que en el contrato se pide una rescisión de la prestación de
servicios  educativos,  cuyas  cualidades  se  adecua  al  criterio  temático  de  que:  “las
instituciones bancarias tiene una estructura operativa que les permite ofrecer sus servicios
en todo el territorio y no a una circunscripción territorial específica, por lo que en caso de

1 “…Artículo 150.- La jurisdicción por razón del territorio es la única que se puede prorrogar.

Artículo 152.- Es juez competente aquel al que los litigantes se hubieren sometido expresa o tácitamente, cuando se trate del fuero renunciable. 

Artículo 153.- Hay sumisión expresa cuando los interesados renuncian clara y terminantemente al fuero que la ley les concede y designan con toda precisión el

juez a quién se someten. 

Artículo 154.- Se entienden sometidos tácitamente: 

I.- El demandante, por el hecho de ocurrir al juez entablando su demanda; 

II.- El demandado, por contestar la demanda o por reconvenir al actor; 

III.- El que habiendo promovido una competencia se desiste de ella;

IV.- El tercer opositor y el que por cualquier motivo viniere a juicio…”
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controversia derivada de los contratos que suscriben con los usuarios, es ilógico obligar al
usuario a trasladarse a otra demarcación territorial para defenderse, siendo que resultaría
perjudicial  y más oneroso para el  contratante,  sobre todo si  se toma en cuenta que los
contratos que suscriben las instituciones bancarias son contratos de adhesión en los cuales
no se consulta al usuario de esas condiciones”. 
Este razonamiento es aplicable de manera análoga al caso concreto, pues si bien la parte
actora no es una institución bancaria, se trata de una Asociación Civil que realiza cursos de
aviación  (Escuela),  como  lo  es  la  prestación  de  servicios  educativos  para  el  desarrollo
profesional aéreo en favor de los estudiantes, por lo que los contratos que suscribe, tienen
una naturaleza que guarda identidad con los contratos llamados de adhesión, pues no se
trata de un contrato consensuado entre las partes, en donde el estudiante se sujeta a un
acuerdo de voluntades previsto en formatos preestablecidos,  que deriva notoriamente en
una desigualdad contractual. 
Por  otro  lado,  es  un  hecho  notorio  que  la  accionante  como Asociación  civil,  tiene  una
estructura operativa que le permite estar presente en varios estados del territorio nacional,
como lo es el Estado de Quintana Roo, domicilio del proveedor de servicios y lugar donde se
encuentra ubicado la escuela de aviación objeto del contrato basal. 
En esa tesitura, las cláusulas de sometimiento expreso no deben aplicarse en perjuicio del
actor,  pues  la  prórroga  de  la  jurisdicción  por  territorio  es  un  beneficio  procesal  de  los
usuarios de esos servicios, por lo que en caso de así considerarlo de esa manera, prevalece
el deseo del actor de someterse a una jurisdicción distinta a la de su domicilio como lo es el
pactado en el contrato; por lo tanto, la parte actora al promover la demanda ante el juez
natural, obedece a la regla de la competencia para sujetarse a su jurisdicción entablando su
demanda en términos del artículo 157 fracción IV de la Ley Adjetiva Civil, mérito de lo cual,
no es dable que la responsable la deseche, pues su determinación es contraria a derecho.
Ilustra lo anterior las Jurisprudencias de rubro y texto siguientes:

“COMPETENCIA POR TERRITORIO EN MATERIA MERCANTIL. SU PRÓRROGA
POR  PACTO  DE  SUMISIÓN  EXPRESA  ESTÁ  LIMITADA  A  LOS  CASOS
PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 1093 DEL CÓDIGO DE COMERCIO.
Hechos: El peticionario de amparo se inconformó contra la determinación de la Sala
responsable, de declarar que se surtía la competencia de los tribunales del entonces
Distrito Federal (ahora Ciudad de México), al haber renunciado a cualquier fuero que
por  razón  de  domicilio  pudiera  corresponderle.  El  inconforme  expuso  que  ese
razonamiento es ilegal, porque no se puede señalar a los indicados tribunales como
competentes, ya que no son los del domicilio de cualquiera de las partes, del lugar del
cumplimiento de alguna de las obligaciones ni del lugar de ubicación de la cosa.
Criterio  jurídico:  Este  Tribunal  Colegiado de Circuito determina que la  prórroga de
competencia por territorio en materia mercantil por pacto de sumisión expresa, está
limitada a los casos previstos en el artículo 1093 del Código de Comercio.
Justificación: Lo anterior, porque conforme a los artículos 1092 y 1093 del Código de
Comercio, en materia mercantil la competencia territorial es prorrogable, toda vez que
las partes de un acto jurídico pueden someterse, para el caso de controversia, a los
tribunales de un determinado lugar, a través del pacto de sumisión, en el  que los
interesados manifiestan su voluntad en forma expresa, para que los tribunales de un
determinado lugar sean competentes para conocer de un litigio futuro o presente; sin
embargo, para que se configure esa sumisión expresa, debe existir la voluntad de las
partes en renunciar al fuero que la ley les concede y que se haga la designación de
tribunales  competentes,  pero  con  la  condición  de  que  sean  únicamente  los  del
domicilio de alguna de las partes, los del lugar del cumplimiento de alguna de las
obligaciones contraídas, o los del lugar de ubicación de la cosa. De acuerdo con dicho
precepto, ese pacto de sumisión expresa, en el que las partes prorrogan jurisdicción
por razón de territorio, a diferencia de lo dispuesto en el artículo 1093 citado, antes de
su reforma de 4 de enero de 1989, que permitía  la  sumisión expresa a cualquier
tribunal, queda limitado cuando esa convención implica impedimento o denegación de
acceso a la justicia, lo que puede suceder si las partes se someten a la jurisdicción de
un lugar en el que ninguna de ellas tenga su domicilio, ni en él se haya pactado el
cumplimiento de alguna de las obligaciones contraídas, ni sea el de la ubicación de la
cosa, puesto que la necesidad de trasladarse a litigar a un lugar distinto a alguno de
los precisados con antelación resultará más oneroso y puede constituir impedimento o
denegación de acceso a la justicia para alguna de las partes, porque aun cuando
conforme al artículo 78 del código citado, la voluntad de las partes es la ley suprema
de los contratos, esa regla genérica en materia mercantil no es aplicable al pacto de
sumisión, en virtud de que a éste lo rige la norma especial contenida en el artículo
1093, en relación con el diverso 1092 referidos, que limita la configuración de ese
pacto a los casos expresamente contenidos en el primero de estos preceptos, que son
limitativos  y  no  enunciativos,  puesto  que  por  su  sentido  literal  y  conforme  a  una
interpretación teleológica, que atiende al espíritu de la iniciativa del Ejecutivo que dio
origen  a  la  reforma  contenida  en  el  decreto  publicado  en  el  Diario  Oficial  de  la
Federación de 4 de enero de 1989, la finalidad fue garantizar, en la medida de lo
posible,  que en la  materia  mercantil  la  actividad jurisdiccional  que corresponde al
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Estado  a  través  de  los  tribunales  y  mediante  los  juicios  mercantiles,  se  realice
logrando una justicia expedita, imparcial y completa, y esa reforma complementa las
diversas constitucionales y legales aprobadas para lograr un nuevo sistema judicial
que asegure a todos los mexicanos el  pleno goce de su derecho de acceso a la
jurisdicción.  TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL  DEL PRIMER
CIRCUITO. Registro digital: 2026619, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito,
Undécima Época, Materia(s): Civil,  Tesis: I.3o.C. J/6 C (11a.),  Fuente: Gaceta del
Semanario  Judicial  de  la  Federación.
Libro 26, Junio de 2023, Tomo VII, página 6384, Tipo: Jurisprudencia”
“COMPETENCIA POR SUMISIÓN EXPRESA. LA REGLA ESTABLECIDA EN EL
ARTÍCULO 1093 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO RESULTA APLICABLE A LAS
CLÁUSULAS  ESTIPULADAS  EN  CONTRATOS  BANCARIOS  DE  ADHESIÓN
CUANDO SE ADVIERTA VULNERACIÓN A LA GARANTÍA DE ACCESO A LA
IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 1093
y 1120 del Código de Comercio, la competencia territorial es prorrogable, en atención
a que las partes de un acto jurídico pueden someterse, para el caso de controversia, a
los tribunales de un determinado lugar a través del pacto de sumisión, mediante el
cual los interesados manifiestan su voluntad en forma expresa. Sin embargo, para que
se configure esa sumisión, necesariamente debe existir la voluntad de las partes en
renunciar al fuero que la ley les concede y que se haga la designación de tribunales
competentes,  pero  con la  condición  de que sean únicamente los del  domicilio  de
alguna de las partes, los del lugar del cumplimiento de alguna de las obligaciones
contraídas, o los del lugar de ubicación de la cosa. Ahora, si bien es cierto que en
términos de lo dispuesto por el artículo 78 del Código de Comercio, la voluntad de las
partes es la ley suprema de los contratos –entre los que se encuentran los contratos
de  adhesión  de  prestación  de  servicios  bancarios–;  también  lo  es  que  esa  regla
genérica en materia mercantil no es aplicable al pacto de sumisión cuando se someta
al usuario financiero a  la jurisdicción de un lugar diferente al de su residencia
habitual. Efectivamente, constituye un hecho notorio que las instituciones bancarias
no ofrecen sus servicios únicamente dentro de una jurisdicción territorial específica,
sino que lo hacen a lo largo de todo el territorio nacional, obteniendo lucro por tales
actividades.  Por  lo  anterior,  resulta  lógico  y  razonable  estimar  que,  en  caso  de
controversia,  no  debe  obligarse  a  los  usuarios  financieros  a  tener  que
desplazarse  e incurrir  en costos extraordinarios para  poder  tener un acceso
efectivo a la justicia, máxime si estamos en presencia de un contrato mercantil
de  adhesión cuyos términos no resultan negociables.  Consecuentemente,  con
independencia de que los contratantes hayan estipulado una cláusula de sumisión
expresa a la competencia de los juzgados y tribunales de determinada circunscripción
territorial,  lo  cierto  es  que  tratándose  de  contratos  de  adhesión  celebrados  con
instituciones  bancarias,  esa  regla  no  cobra  aplicación,  debiendo  apegarse  a  la
interpretación que más favorezca el derecho de acceso a la justicia consagrado en el
artículo 17 de la Constitución Federal, que consiste en que los particulares cuentan
con libertad para  fijar  la  competencia  donde se tramitará  el  juicio,  tomando como
parámetro el lugar donde se encuentre su domicilio, siempre y cuando también se
proteja el interés de la institución crediticia demandada, que se traduce en que no se
vea  mermado  su  derecho  de  defensa  por  no  contar  con  infraestructura  o
representación en los lugares en donde se desenvuelva la controversia.”.

“COMPETENCIA  POR  SUMISIÓN  EXPRESA.  LA  TESIS  DE  JURISPRUDENCIA
1a./J.  1/2019  (10a.),  DE  LA  PRIMERA  SALA  DE  LA  SUPREMA  CORTE  DE
JUSTICIA DE LA NACIÓN, NO PUEDE APLICARSE EN PERJUICIO DEL USUARIO
DE  SERVICIOS  FINANCIEROS  SI  ÉSTE  PRESENTA  SU  DEMANDA  ANTE  UN
JUEZ DE UNA JURISDICCIÓN DISTINTA A LA DE SU DOMICILIO PARTICULAR
CON BASE EN LO PACTADO EN EL CONTRATO DE ADHESIÓN.
Hechos: Una persona demandó de una institución bancaria la nulidad de diversos
cargos. En su escrito señaló un domicilio procesal en una entidad federativa distinta a
la de su domicilio particular. El Juez se declaró incompetente por razón de territorio y
desechó la demanda al considerar que el asunto debía tramitarse en la jurisdicción
donde la parte actora tiene su domicilio particular, decisión que apoyó en la tesis de
jurisprudencia 1a./J. 1/2019 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, de título y subtítulo: "COMPETENCIA POR SUMISIÓN EXPRESA. LA
REGLA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 1093 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO
RESULTA  APLICABLE  A  LAS  CLÁUSULAS  ESTIPULADAS  EN  CONTRATOS
BANCARIOS  DE  ADHESIÓN  CUANDO  SE  ADVIERTA  VULNERACIÓN  A  LA
GARANTÍA DE ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA."
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que si  un particular
demanda a una institución bancaria en una jurisdicción distinta a la de su domicilio
particular y en el contrato de adhesión existe una cláusula de sumisión expresa, para
determinar el Juez competente, el órgano jurisdiccional debe tomar en consideración
que el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 1/2019 (10a.), consiste en
reconocer al particular la facultad de decidir en qué jurisdicción debe ser tramitado el
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asunto, ya sea en el señalado como su domicilio procesal, en su domicilio particular o
en el estipulado en el contrato base de la acción.
Justificación: Lo anterior, porque de la sentencia relativa a la contradicción de tesis
192/2018,  que  dio  origen  a  la  tesis  de  jurisprudencia  1a./J.  1/2019  (10a.),  de  la
Primera  Sala  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación,  se  colige  que  ésta
consiste en un beneficio procesal hacia los usuarios de servicios financieros, en el que
se puede inaplicar el pacto de sumisión expresa inserto en un contrato de adhesión,
cuando se advierta una vulneración al derecho de acceso a la justicia. De esta forma,
el criterio en cuestión no es una regla absoluta, sino que debe entenderse como un
beneficio procesal en el cual debe prevalecer el deseo del particular de someterse a
una  jurisdicción  distinta  a  donde reside;  de  ahí  que  si  la  prórroga  de  jurisdicción
corresponde a las partes,  es claro  que cuando el  usuario  de servicios financieros
señala un domicilio procesal en determinado lugar y es su deseo tramitar un juicio en
esa jurisdicción –donde cobrará aplicación la regla de sumisión tácita– no hay motivo
para obligarlo a acudir  a una distinta. Por tanto, la jurisprudencia citada no puede
aplicarse cuando el usuario financiero expresamente opte por tramitar el juicio en una
jurisdicción distinta a la de su domicilio particular; máxime si la institución de crédito
tiene la infraestructura o representación en los lugares en donde se desenvuelva la
controversia.

En consecuencia, y toda vez que el agravio en estudio es suficiente para modificar el sentido
el auto, resulta innecesario analizar los demás motivos de inconformidad marcados como
primero y segundo.
Finalmente, al resultar esencialmente fundado el agravio tercero y suficiente para revertir
el sentido del auto, este Tribunal de Alzada impone la necesidad jurídica de REVOCAR el
auto recurrido para quedar en los siguientes términos:

 “… Por presentado el Ciudadano Licenciado **** ******* ****** *********, con su escrito
de  cuenta,  documentos  y  copias  simples  que  acompaña,  demandando  en  la  vía
ORDINARIA CIVIL en contra de la persona moral  denominada  ********** ** ********
*************  *** quien puede ser notificada y emplazada en el  domicilio  ubicado en
AVENIDA  ********,  MANZANA  *,  NÚMERO  ***,  SUPERMANZANA  **,  CODIGO
POSTAL ****** BENITO JUAREZ CANCUN, QUINTANA ROO, de quien reclama las
prestaciones  que  relaciona  en  su  escrito  inicial  y  que  en  este  acto  se  dan  por
reproducidas como si se insertaren a la letra, fundando su demanda en los hechos y
preceptos de derecho que señala el de cuenta.-  Visto lo manifestado, el Ciudadano
Juez  ACUERDA:  Regístrese  em  e  Libro  de  Gobierno  bajo  el  número  que  le
corresponda.  Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1 uno, 2 dos,  109
Fracción  I,  264 doscientos  sesenta  y  cuatro,  265  doscientos  sesenta  y  cinco,  del
Código Procesal en consulta, se admite la demanda en la vía y forma propuesta, con
las  copias  simples  que  acompaña  la  ocursante,  córrase  traslado debidamente
cotejado,  rubricado  y  sellado  a  la  parte  demandada  en  su  domicilio  ubicado  en
AVENIDA  ********,  MANZANA  ** NÚMERO  ***,  SUPERMANZANA  **,  CODIGO
POSTAL *****, BENITO JUAREZ CANCUN, QUINTANA ROO, a efecto de realizar el
emplazamiento a juicio  para que dentro del  término de  9 nueve días,  conteste la
demanda entablada en su contra y oponga excepciones y defensas si la tuviere. En
cuanto a las pruebas que ofrece, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 292
del Código de Procedimientos Civiles del Estado, dígase que no ha lugar a acordar
favorable, toda vez que no es el momento procesal oportuno. Guárdese en la Caja de
Seguridad de este Juzgado los documentos base de la acción exhibidos.-  Como lo
solicita la promovente, con fundamento en el artículo 69 del Código de Procedimientos
Civiles del Estado, expídase a costa del ocursante las copias que solicita en su escrito
de cuenta, previa constancia de recibido que se deje en autos. Se tiene por señalado
como DOMICILIO para oír y recibir notificaciones, documentos y valores el ubicado en
AVENIDA  ******,  SUPERMANZANA  *** MANZANA  *,  LOTE  **,  SECCIÓN  ***
***********,  CODIGO POSTAL  *****,  DE ESTA CIUDAD DE CANCUN,  QUINTANA
ROO, y por autorizados para los mismos efectos, así como para recibir todo tipo de
documentos y valores, a la Licenciada ***** ******** ********* ****** * ******** ******** ** **
****,  así  como a la Ciudadana  *****  *********  *******  ******,  para los efectos legales
correspondientes. Finalmente y a efecto de cumplir con lo dispuesto por el artículo 9
de la Ley de Transparencia y acceso a la información Pública del Estado de Quintana
Roo, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, 2, 24, 25, 26, 27 Y 29 de la
Ley de Protección de Datos personales en Posesión de Sujetos Obligados para el
Estado de Quintana Roo, se pone a disposición de las partes el aviso de privacidad
simplificado  para  los  órganos  jurisdiccionales  del  Poder  Judicial,  que  a  la  letra
expresa: El Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, con domicilio en la avenida
Independencia, número 2, esquina Boulevard Bahía, C.P. 77000, colonia Centro de la
ciudad de Chetumal, Quintana Roo, a través de los Juzgados de Primera Instancia de
Procedimiento Tradicional; es Responsable del tratamiento de los datos personales
que  nos  proporcione  durante  la  sustanciación  de  los  Juicios,  los  cuales  serán
protegidos  conforme  a  lo  dispuesto  por  la  Ley  General  de  Protección  de  Datos
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Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como de la Ley homologa estatal
vigente,  y  demás  normatividad  que  resulte  aplicable.  Los  datos  personales  que
proporcione en la audiencia a través de documentos o expresiones, serán utilizados
con la siguiente finalidad: Tramitar y resolver los asuntos sometidos a la competencia
de los Juzgados de Primera Instancia. Tramitar y resolver promociones y solicitudes
realizadas por las partes relativas a acceso al expediente o emisión de copias simples
o certificadas. El trámite de procedimientos ante los órganos jurisdiccionales referidos,
podrá conllevar la transferencia de los datos personales a diversas entidades públicas
o privadas para requerirles mayores datos sobre la persona, patrimonio y posesiones,
así como a las instancias que, compatibles, análogas con la finalidad y en ejercicio de
sus funciones, requieran conocer del propio procedimiento. De manera adicional la
información proporcionada podrá ser utilizada con fines estadísticos, la cual no estará
asociada con el titular de los datos personales, por lo que no será posible identificarlo.
Se  informa  que  no  se  realizarán  transferencias  de  datos  personales,  salvo  las
diligencias establecidas por las Leyes para la impartición de justicia y la prosecución
del  debido proceso,  así  como aquéllas necesarias para atender requerimientos de
información  de  una  autoridad  competente,  que  estén  debidamente  fundados  y
motivados.  Para  mayor  detalle  consulte,  nuestro  Aviso  de  Privacidad  Integral  en:
http://www.tsjqroo.gob.mx/  en  la  sección  “Transparencia”,  apartado  “Avisos  de
Privacidad”  y  de  manera  presencial  en  la  Unidad  de  Transparencia,  Acceso  a  la
Información y Protección de Datos Personales del Poder Judicial del Estado.”.-

Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se:

R  E  S  U  E  L  V  E:

PRIMERO.- Se REVOCA el auto recurrido, para quedar conforme lo expuesto en la parte final
del último considerando de la presente resolución.
SEGUNDO.- Remítase  copia  debidamente  autorizada  de  esta  resolución  al  Juzgado  de
origen, para que surta los efectos legales correspondientes y en su oportunidad devuélvase el
expediente original y archívese el presente Toca como asunto totalmente concluido.
TERCERO.- NOTIFÍQUESE  POR LISTA ELECTRÓNICA  Y  CÚMPLASE.  Así  lo  resolvió
manda y firma la Licenciada MARIANA DAVILA GOERNER, Magistrada Numeraria Titular de
la Quinta Sala, ante el Secretario de Acuerdos de la Sala, Licenciado SERGIO MOISES AC
BACELIS, quien autoriza y da fe.- DOY FE.-

Todos  los  textos  eliminados  en  esta  versión  pública  corresponden  a
información confidencial en su vertiente de datos personales y/o sensibles
(nombres de las partes, estado civil, lugar de nacimiento, domicilio, edades y
datos  de  localización  de  los  inmuebles  entre  otros).  En  términos  de  lo
previsto en los artículos 126, 127, 129 y 137 de la Ley de Transparencia y
Acceso a la Información Pública para el Estado de Quintana Roo y 116 la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.


	R E S U L T A N D O:
	C O N S I D E R A N D O S:
	R E S U E L V E:


